Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 06 minutos.) 


La Comisión de Asuntos Internacionales se reúne en el día de hoy para considerar el Acuerdo 
entre la República Oriental del Uruguay y la República Argentina relativo al Intercambio de Información 
Tributaria y Método para Evitar la Doble Imposición y su Protocolo. A esos efectos, el primer invitado 
que vamos a recibir es al contador David Eibe. 


SEÑOR PASQUET.- Antes de comenzar el tratamiento del tema, quisiera plantear una cuestión de 
orden. 


Queremos proponer, de conformidad con algunos criterios definidos en su momento por el 
Partido Colorado, aplazar la consideración de este asunto hasta el año próximo. Tal como lo 
expresamos en otra ocasión, estimamos que este tema debe considerarse en el marco de lo que es la 
relación bilateral entre Uruguay y Argentina y nos parece que sobran los elementos de juicio que 
demuestran que esa relación no está hoy en un momento recomendable para hacerlo. Como ya nos 
hemos referido a este asunto en otras ocasiones, en esta misma Comisión, no vamos a desarrollar in 
extenso la argumentación correspondiente, pero decimos que, a la luz de los sucesos que están 
ocurriendo en la Comisión Administradora del Río Uruguay, de lo que está pasando -o, mejor dicho, de 
lo que no está pasando- en la Comisión Administradora del Río de la Plata y de las dificultades que 
emergen todos los días para la temporada turística venidera en nuestro país, si nos abocamos a su 
estudio no vamos a emitir la señal correcta al Gobierno de la República Argentina. Nos parece que 
tenemos que demostrar que reclamamos que exista, de parte de Argentina, la misma disposición a 
considerar lo que a Uruguay le interesa que la que tiene nuestro país para hacer lo propio con lo que a 
la Argentina le interesa. En la medida en que esa buena disposición no existe, no vemos razones para 
ingresar ahora en este tema. 


Sí veríamos con buenos ojos que se sometiera a consideración del Parlamento un proyecto 
de ley de intercambio de información, por ejemplo, con Brasil, que también es un socio relevante en los 
términos que define el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información, etcétera, pero 
aún no ha llegado. Lo que sí tenemos planteado es este proyecto de ley para aprobar un Acuerdo de 
Intercambio de Información Tributaria y Método para Evitar la Doble Imposición con la República 
Argentina y, como dije, en las actuales circunstancias no nos parece adecuado comenzar su estudio. 
Estimamos que lo correcto sería postergarlo para después de finalizado el próximo receso 
parlamentario, es decir, para después del 1% de marzo de 2013 y es en ese sentido que formulamos en 
este acto la correspondiente moción. 


SEÑOR MICHELINI.- Recibimos el planteo con la seriedad que corresponde, pero igualmente creo 
que debemos recibir a las personas que fueron invitadas. La Bancada oficialista va a reflexionar sobre 
la solicitud realizada y, en su momento, el Presidente de la Comisión trasmitirá lo que se resuelva. 


Ahora bien, quiero dejar constancia que nosotros no compartimos que solo un tema bilateral 
con la República Argentina porque, si Uruguay no avanza en este tipo de Acuerdos, quien queda 
expuesto a posibles futuras represalias, no ya de Argentina sino a nivel mundial, es nuestro país. 


Por otra parte, el señor Ministro de Economía y Finanzas y sus asesores, así como el señor 
Subsecretario de la Cartera de Relaciones Exteriores ya se refirieron a cuáles podrían ser las 
consecuencias si el país no es cooperante. En ese sentido, se mencionaron alrededor de nueve 
aspectos que podrían erosionar al país si termina siendo catalogado como tal. Quiere decir que no se 
trata de un tema con Argentina sino con la comunidad internacional. 


Hecha esta constancia, naturalmente, quiero decir que acusamos recibo de ese planteo y que 
lo contestaremos en su oportunidad; de cualquier manera, creo que deberíamos escuchar a nuestros 
visitantes y, en todo caso, antes de la próxima reunión daríamos una respuesta en aquel sentido. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Simplemente quería solicitar un cuarto intermedio para intercambiar 
opiniones, sin pretender quitar ni agregar nada a la importancia de la propuesta del señor Senador 
Pasquet, que es una señal. Me parece que la diplomacia, a veces, se ejerce por señales indirectas o, 
por lo menos, no muy directas. Como en todos los planos, estamos hablando de piezas que se mueven 
y que pueden servir para obtener una respuesta. 


Considero que si los expertos ya han concurrido, lo que señala el señor Senador Michelini es 
lo que corresponde que hagamos. De todos modos, tendré que consultar con mis compañeros sobre 
esta actitud porque la propuesta formulada es muy fuerte. Quizás la acompañemos; no estoy 
prejuzgando, no sabíamos nada. 


En definitiva, me parece que debemos escuchar a quienes han venido con una presentación 
preparada y adhiero a lo que ha dicho el señor Senador Michelini, pero espero que esto no fije un 
precedente. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: no tengo la menor duda de que debemos recibir a los tres 
invitados. Aquí está presente el contador Eibe, que ha concurrido al Parlamento en múltiples ocasiones 
y a quien escucharemos con mucho gusto porque, además de ser conocido, sabemos de su talento en 
materia económica y, más específicamente, en Derecho Tributario. 


En cierta medida, esto ya lo hemos discutido en alguna reunión pasada. A este respecto, he 
mencionado una frase y creo que el tiempo me está dando la razón acerca de que es correcta: 
cruzaremos el puente cuando lleguemos al río. Recuerdo que el señor Penadés, en una sesión del 
Senado, dijo que eso será posible si el puente está disponible, y también acepto ese comentario 
porque, además, algunos hechos próximos también, en esa materia, nos han generado cierta 
inquietud. 


Quiero traer a colación que en la oportunidad en que estuvieron el Ministro de Economía y 
Finanzas, economista Lorenzo, y el Ministro interino de Relaciones Exteriores, quedó claro que si bien 
consideran oportuno y necesario que el tema sea tratado, no impusieron plazos. Creo que se podría 
interpretar, al menos desde mi punto de vista, que consideraban que no existía apuro a ese respecto. 


Además, debemos tener en cuenta que estamos considerando este proyecto de ley primero 
en el Senado y que luego se remitirá a la Cámara de Representantes, donde probablemente se repita 
una secuencia de entrevistas parecida; estamos hablando de unos dos o tres meses más. A su vez, el 
señor Ministro dijo -y lo registré, seguramente al igual que los demás señores Senadores, pero lo 
quiero subrayar- que una vez que el proyecto esté aprobado en el Parlamento, el Presidente de la 
República lo tendrá a su disposición y él dispondrá el momento... 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Entramos en un terreno que puede ser peligroso. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que el señor Presidente nos da garantías absolutas en este sentido y es un 
hombre que a esta altura ya lleva casi tres años en la Presidencia; lo que sucede es que están 
buscando los “pelos en la leche” con relación a su gestión. 


(Dialogados.) 


Me quedo absolutamente tranquilo y no comparto lo que ha dicho el señor Senador Lacalle 
Herrera en cuanto a que eso no sería una garantía, porque lo es. 


SEÑOR PASQUET.- Hace unos instantes decía el señor Senador Baráibar, recordando las palabras 
expresadas por el señor Ministro de Economía y Finanzas cuando vino aquí, a la Comisión, que el 
trámite de este asunto no tiene apuro, que la idea no es congelarlo ni apresurarlo. Sin embargo, quiero 
señalar que se había acordado oportunamente suspender las reuniones de las Comisiones mientras se 
estudia el proyecto de ley de Rendición de Cuentas. Se habilitó el funcionamiento de la Comisión de 
Constitución y Legislación porque el Poder Ejecutivo tenía motivos para desear que se tratara 


rápidamente el proyecto de ley que consideramos esta mañana, en la sesión del Senado. Ahora 
estamos celebrando esta sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales dando a entender que 
también aquí tenemos razones de urgencia, como las tuvimos para reunir a la Comisión de 
Constitución y Legislación. Me parece que estamos utilizando ese lenguaje que tan a menudo se 
emplea en estos días, emitiendo la señal equivocada, para decir que esto también es urgente y que 
interrumpimos la pausa impuesta a los trabajos de las Comisiones mientras se analiza la Rendición de 
Cuentas para darle trámite a esta cuestión, que tanto interesa a la República Argentina. Por eso 
nuestra propuesta, ya que nos enteramos de que se ¡ba a reunir la Comisión cuando, simultáneamente, 
se nos avisó que iban a comparecer los distinguidos visitantes anunciados para la sesión de hoy. 
Lamento muchísimo que mi propuesta pueda significar, de alguna manera, una molestia para ellos y ni 
que hablar que esto no implica la más mínima desconsideración personal. ¡Al contrario! Pido disculpas 
al contador Eibe, pero siento la necesidad política de señalar lo que he puesto de manifiesto porque me 
parece -insisto- que no es esta la oportunidad para decirle a Argentina que estamos apurados por 
contemplar su interés en recaudar más impuestos. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quiero decir que el proyecto de ley que tratamos en la mañana de hoy podría 
ser de urgencia, pero también hay otros de pertinencia y me parece que este lo es. Además, el 
mensaje o el sentido de lo que sería una resolución para que la Comisión del Senado suspendiera su 
tratamiento estaría generando un hecho político y nosotros no estamos de acuerdo con generarlo. ¡No 
estamos de acuerdo! Tal como dijo el señor Senador Michelini -y seguramente lo escucharemos 
muchas veces más- este es un tratado para evitar la doble tributación y de intercambio de información 
con la República Argentina, pero tiene que ver con los lineamientos que provienen de la OCDE, del 
Foro Global, etcétera. En esas circunstancias -también recuerdo las palabras del señor Ministro 
diciendo que habrá una instancia próxima, creo que en octubre- frente a tantos aspectos positivos que 
la aprobación de este proyecto de ley tiene, sería un mal mensaje que se dijera que se suspende su 
tratamiento. 


En resumidas cuentas, entendemos que no sería oportuno suspender el análisis de este 
proyecto de ley. De todas maneras, a la Rendición de Cuentas le resta un jueves más e, incluso, en el 
día de hoy no tuvimos que adelantar el trabajo porque ya terminó; esta es una hora relativamente 
compatible con los trabajos de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda. Por eso, me 
parece que tendríamos que abocarnos a recibir a los señores técnicos que nos van a dar su opinión 
sobre el tema. 


Además, por ejemplo, no sé si el contador Eibe trabaja en Ferrere, pero hay un trabajo 
realizado por ese estudio... 


(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, señores Senadores, recuerden que se está tomando la versión 
taquigráfica de la sesión. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Decía que tal vez se podría contactar al Estudio Ferrere porque si alguno de 
sus integrantes, como ser los doctores Alberto Varela y Gianni Gutiérrez, la doctora Isabel Hounie o la 
contadora Isabel Laventure no han pedido ser recibidos, podríamos invitarlos para escuchar su opinión. 


Llamativamente, ese trabajo que mencioné -recomiendo a los señores Senadores integrantes 
de la Comisión que lean los informes, visiones y estudios muy calificados que al respecto existen en el 
medio nacional- refleja una visión muy serena y desapasionada acerca de los pros y contras que tiene 
el proyecto de ley y por ello me gustaría -sin perjuicio de que pudiéramos discrepar con algo que ellos 
digan- escucharlos. Existe también otro trabajo denominado “Acuerdo Argentino-Uruguayo de 
Intercambio de Información Tributaria y Para Evitar la Doble Imposición” del estudio Hughes 8 Hughes, 
a quien también podríamos convocar. Si nadie plantea convocarlos, lo propongo yo y podrán venir o 
no; será una decisión de cada uno. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo informarle al señor Senador Pasquet que este es un tema que está en 
la órbita de la Comisión de Asuntos Internacionales y, por supuesto, cada uno tiene derecho a exponer 
sus puntos de vista y propuestas. En lo que me es personal, fui yo quien le pedí al señor Senador 
Larrañaga que convocara a reuniones. La primera fue hace quince días y no se pudo concretar porque 
él no podía estar presente; le dije que la realizara la semana pasada -yo no estaba- pero de todos 
modos no se llevó a cabo porque los invitados no podían concurrir. Dadas esas circunstancias es que 
tenemos tres invitados en el día de hoy. 


Como es un tema relevante creo que la Comisión de Asuntos Internacionales debe recibir a 
mucha gente; algunos están solicitando participar pero, a su vez, los diferentes integrantes están 
pidiendo que concurran determinadas personalidades. Desde ese punto de vista me parece que el 
tema está en consideración; en algún momento se votará si es necesario pasarlo para el año que viene 
o aprobarlo ahora. 


Lo que sí siento, señor Senador Pasquet, es que en estos momentos me parece que la 
mayoría de los integrantes de la Comisión que están presentes desearían estar escuchando al invitado, 
por lo que, si no hay inconvenientes, estaríamos postergando su propuesta de dejar este tema para el 
año que viene, en la medida que lo sigamos considerando. De lo contrario, me obliga a votarlo y no 
quiero hacerlo. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Solicitamos posponer el tema posconsulta. Existe una moción 
concreta del señor Senador Michelini, a la que me adhiero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, señor Senador, pero no para considerarlo ahora. 


SEÑOR PASQUET.- Entonces, teniendo en cuenta lo que se ha dicho, que se vote en una próxima 
sesión de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo inconveniente. 


Damos la bienvenida al contador Eibe -a quien pedimos disculpas, pero estas cosas ocurren 
en la vida política y es sano que sucedan porque es parte de la democracia que haya puntos de vista 
distintos sobre estos temas- para que nos informe sobre este Acuerdo entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Argentina relativo al Intercambio de Información Tributaria y Método para Evitar 
la Doble Imposición y su Protocolo. 


SEÑOR EIBE.- Respecto de lo que planteaba el señor Senador Baráibar, cabe precisar que el doctor 
Varela está invitado a concurrir en el día de hoy, con lo cual va a ver parcialmente satisfechas sus 
inquietudes. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Gracias, me lo acaba de acotar la Secretaría. 


SEÑOR EIBE.- Señor Presidente: por supuesto que estoy a las órdenes de la Comisión en cuanto al 
formato de mi exposición. Estoy dispuesto a responder preguntas o, en caso contrario, puedo realizar 
una exposición de carácter general y luego dar paso, en la medida de mis posibilidades, a evacuar las 
consultas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Presidente, propongo que haga su exposición de carácter general y 
luego le hacemos las preguntas, que es lo normal cuando concurren invitados. 


SEÑOR EIBE.- La firma del Acuerdo se vincula al cumplimiento de obligaciones internacionales 
asumidas por Uruguay en el marco del Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información 
Tributaria. Quizá sea bueno, aunque nos insuma algunos minutos, entender esta nueva 
institucionalidad creada a partir del Foro Global de Intercambio de Información y Transparencia Fiscal 
porque, de alguna manera, como ya se ha dicho aquí, es evidente que hay una visión que vincula el 
cumplimiento de estas obligaciones a compromisos internacionales que trascienden la relación 


bilateral. Durante mucho tiempo he sostenido -y en iguales condiciones sostendría lo mismo- que un 
acuerdo de esta naturaleza debería vincularse, en primer lugar, al proceso de integración regional y, en 
segundo término, a las relaciones bilaterales entre los países. El tema es que la realidad institucional a 
nivel internacional ha cambiado en los últimos tiempos y creo que lo primero que hay que tener es un 
cabal conocimiento de ese cambio para tratar de percibir cuáles pueden ser las eventuales 
consecuencias para el país, en caso de que se incumpla con esa nueva institucionalidad. Digo esto 
porque, obviamente, surgen preguntas bastante lógicas como ¿qué pasa si quedo afuera de las 
obligaciones del Foro? o ¿qué margen de maniobra tengo con respecto a esas obligaciones? Creo que 
estas son consultas válidas, que todos deberíamos hacernos frente a una medida de esta naturaleza. 


La institucionalidad que regula las relaciones económicas internacionales fue diseñada en las 
postrimerías de la Segunda Guerra Mundial, en los Acuerdos de Bretton Woods. En ese momento, a 
través de Lord Keynes y del Secretario del Tesoro de Estados Unidos se decide la creación del Fondo 
Monetario Internacional, que habría de regular los desequilibrios en la balanza de pagos de lo que en 
ese momento era el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento -el BIRF y luego Banco 
Mundial- que tenía que ver con la financiación de la infraestructura. Si bien en ese momento no se 
establece el Acuerdo General de Aranceles, GATT, sí se sientan sus bases y luego devendría en 
Organización Mundial de Comercio. Una característica de esas organizaciones internacionales y de 
esa nueva estructura institucional que trataba de regular y, de algún modo, disciplinar las relaciones 
económicas internacionales, era la capacidad coercitiva, indirecta, pero muy importante. Los países 
que adherían a esa institucionalidad, de alguna manera, también condicionaban sus decisiones al 
cumplimiento de los estándares que se planteaban a nivel internacional. Todos sabemos lo que 
significa un anatema del Fondo Monetario Internacional en términos de financiamiento para un país o la 
pérdida de un panel ante la Organización Mundial de Comercio. De alguna manera había un rol 
disciplinador de esa institucionalidad que regulaba las relaciones económicas internacionales. En ese 
momento no se adopta ninguna decisión ni se diseña ninguna forma institucional que regule la 
tributación internacional. Algunos autores dicen que no se va por ese camino porque se concebía la 
tributación como un fenómeno esencialmente doméstico, y con respecto a eso tengo mis dudas. 
Tengan en cuenta que el primer modelo de intercambio de información para evitar la doble imposición 
es de 1929, de la Sociedad de Naciones, con lo cual es probable que se haya reconocido ese 
problema, pero no se haya querido avanzar. 


Luego, la economía evoluciona y las empresas multinacionales empiezan a tener mayor 
incidencia en el comercio mundial. Obviamente, los accionistas de esas empresas, como seres 
racionales, intentan pagar la menor cantidad de impuestos posible y surge con mucha más fuerza la 
competencia fiscal internacional. Lo cierto es que hay jurisdicciones que, de alguna manera, dan 
ventajas respecto a otras para la captación de inversiones. Ese es un fenómeno que avanza durante la 
segunda mitad del siglo XX, hasta que a fines de la década del noventa, en el ámbito de la OCDE -que, 
de alguna manera, es la gran usina en materia de creación conceptual de todos los fenómenos de la 
tributación internacional- a raíz de un pedido de los Ministros de Hacienda de esa Organización se crea 
un grupo de trabajo que pretende analizar el concepto de competencia fiscal nociva, cuya 
denominación en inglés fue Harmful Tax Competition. A partir de ese momento se tratan de establecer 
ciertas condiciones objetivas que calificarían, por un lado, a los paraísos fiscales y, por otro, a los 
regímenes fiscales privilegiados. En el ámbito de la OCDE se crea un Foro de Competencia Fiscal 
Perjudicial y eso es resistido por Estados Unidos que, de alguna manera, establece la necesidad de 
que cada país compita libremente con respecto a la captación de inversiones de no residentes. Esa 
iniciativa de OCDE va languideciendo y así llegamos a la crisis de 2008 que, en mi opinión, es un punto 
de inflexión en toda esta historia porque a partir de ella y, fundamentalmente, de la reunión del Grupo 
de los Siete en abril de 2009, se establece un mandato expreso a la OCDE para que sea el brazo 
ejecutor de las políticas de control en materia de intercambio de información mundial. 


Entonces, en ese momento creo que hay un punto de quiebre porque ese elemento coercitivo 
que tenía la institucionalidad internacional en materia de comercio y de flujo de pagos, se traslada al 
ámbito tributario. Ahí surge la OCDE, no como un mero organismo asesor o generador de ideas, sino 
como una entidad que tiene la capacidad coercitiva que le da el grupo de los países más desarrollados. 
Y se recrea en el ámbito de la OCDE el Foro Global -que ya existía- sobre Intercambio de Información 
y Transparencia Fiscal Internacional. Se crea con una lógica de integración de países miembros y no 
miembros, con una mayor fuerza institucional, un mayor presupuesto y una mayor autonomía 
institucional. Y considero que se crea, de alguna manera, el germen de lo que va a ser una nueva 
regulación multilateral destinada a quedarse. De esa nueva regulación multilateral manifestada en el 


Foro Global, comienzan a adoptarse decisiones que determinan órganos que tienen funciones de 
contralor. Uno de ellos es el comité o grupo de trabajo del peer review o revisión entre pares, que tiene 
por cometido analizar en cada uno de los países miembros del Foro -son más de cien, porque están 
prácticamente todas las naciones relevantes en el mundo- el cumplimiento de ciertos estándares, los 
que se analizan en dos fases. En la primera de ellas se aborda el marco legal y regulatorio del 
intercambio de información, y se ha estado desarrollando en estos dos últimos años. La segunda fase 
se va a iniciar a partir del año 2014, y en ella se va a analizar si los países efectivamente han 
implementado ese proceso. Entonces, uno puede preguntarse qué sucede si un país queda fuera de 
ese proceso. ¿Qué pasa si un país incumple? En realidad, existen medidas conocidas y adoptadas en 
forma unilateral por los países y son, básicamente, de índole tributaria, como puede ser la penalización 
de las rentas provenientes de países no cooperantes, imposición de regímenes de precio de 
transferencia y prohibición de deducción de gastos generados por servicios de esos países. Percibo 
que, además de ese régimen sancionatorio tributario, es muy factible que esas medidas se trasladen a 
aspectos quizás más relevantes, como puede ser el acceso al financiamiento o la radicación de 
inversiones. Ya hay un documento del Banco Mundial en ese sentido y creo que, de algún modo, ese 
cerco se va a estrechar cada vez más. Por tanto, entiendo que hay que comprender este fenómeno 
como algo global de lo que Uruguay debe formar parte. Desde luego, tengo muchas reservas con 
respecto a esta nueva institucionalidad porque, de alguna manera, está claro que refleja el punto de 
vista de las naciones más poderosas, por más que el Foro se haya independizado relativamente de la 
OCDE. Pero, desde mi punto de vista, no hay alternativa frente a esa situación porque un país como el 
Uruguay, que depende de la inversión extranjera directa, a mi juicio, tiene que ser estricto cumplidor de 
las obligaciones que emanan de la comunidad internacional, aunque estas última no siempre son todo 
lo justas que desearíamos; pero, en todo caso, se trata de una economía de opción. 


Con esto le estoy dando contexto al cumplimiento de estas obligaciones que emergen del 
convenio. Reitero, durante muchos años -lo sostuve activamente cuando estuve en el sector público- 
mantuve la posición de que este tema debía ser de naturaleza propia del proceso de integración, en 
donde claramente Uruguay, tanto en el proceso de integración regional como en la relación bilateral 
con la Argentina, tiene múltiples agravios por incumplimientos de toda índole. Pero, tal como están las 
cosas hoy en día, desde mi punto de vista es necesario que Uruguay apruebe este Acuerdo, ya sea por 
la relación costo-beneficio, como por la propia imagen del país. Digo esto como reflexión de carácter 
general, porque me parece valiosa para darle contexto, ya que a veces no se visualizan con claridad 
las causas y las consecuencias de este proceso. 


Desde el punto de vista estrictamente técnico-normativo, en líneas generales, este Acuerdo 
responde, en líneas generales, a los estándares que plantea el modelo de convenio de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico -OCDE- en su versión 2002 y, de algún modo, es un 
proyecto híbrido porque incorpora al modelo de acuerdo disposiciones específicas destinadas a evitar 
la doble imposición. No lo hace de una manera ortodoxa; ustedes saben que existen dos vías posibles 
para cumplir con el intercambio de información: el modelo de acuerdo de intercambio de información y 
el modelo de acuerdo para evitar la doble imposición, que contiene una cláusula específica -el artículo 
26- que incluye disposiciones de intercambio de información. 


Tal como dije, en líneas generales, el proyecto sigue el modelo de acuerdo con algunas 
diferencias con respecto al estándar que, en general, son a favor de nuestro país. Contiene 
disposiciones que, en su momento, las autoridades plantearon como objetivos centrales, o sea que la 
información se dé caso a caso y no en forma genérica, que no existan lo que se denominan 
expediciones de pesca, que no existan fiscalizaciones de un país en otro -lo que sí está previsto en el 
modelo de acuerdo- y, por último, que haya disposiciones específicas que aseguren la neutralización 
del fenómeno de la doble imposición. En líneas generales, podríamos decir que esos objetivos se 
cumplen, pero -obviamente- lo hacen en el contexto de un acuerdo que, al seguir el modelo, es muy 
generoso en términos de la información que se proporciona al país solicitante, porque el estándar así lo 
determina. Pero, como dije, eso tiene que ver con las obligaciones que hoy están planteadas a nivel 
internacional. 


Yendo a cuestiones prácticas, más concretas, podríamos decir que los aspectos sustanciales 
del proyecto se concentran en el artículo 2%, que refiere al ámbito de aplicación del convenio; en el 
artículo 5%, que habla del alcance objetivo de la solicitud; en el artículo 7”, que hace referencia a la 


confidencialidad; en el artículo que trata las normas para evitar la doble imposición y, por último, en el 
artículo de vigencia. 


En relación con el artículo 2%, que define el ámbito objetivo, por un lado el alcance objetivo es 
amplio porque refiere a la información necesaria para la determinación, liquidación, implementación, 
control y recaudación de los impuestos -lo cual, evidentemente, conlleva una definición amplia- y, por 
otro, también establece algunas limitaciones. Por ejemplo, se refiere a la información previsiblemente 
relevante, lo que de alguna manera está descartando las solicitudes de información con fines 
meramente especulativos, para concentrarse en la información que tenga un nexo causal claro con los 
fines que establece el Acuerdo. 


También se establece el concepto de confidencialidad, que luego se desarrolla en el artículo 
7%, De alguna manera, lo que hace es extender el deber de reserva, que rige en materia tributaria, a la 
información proporcionada al otro país. Además, el artículo 2% reconoce los derechos y garantías 
reconocidas a las personas por las leyes y prácticas administrativas. Tiene un elemento que me parece 
relevante y es que se elimina una disposición que sí está contenida en el modelo de convenio, que 
hace referencia a la exclusión de la aplicación de esos derechos en el caso que entorpezcan 
indebidamente -no recuerdo bien el término- el intercambio de información. Aquí las garantías se 
reconocen en forma plena y sin ningún tipo de cortapisa. 


SEÑOR MICHELINI.- Eso es mejor que el Convenio Marco. 
SEÑOR EIBE.- Sí, señor Senador. 


Por otra parte, se prohíben las expediciones de pesca -esto es algo bastante novedoso, 
porque en general no está puesto en los Acuerdos, y además se recurre a la expresión en el idioma 
inglés- y esto es algo que a nivel tributario todo el mundo sabe qué significa. 


Con respecto al artículo 5%, que también me parece muy relevante, podemos decir que allí se 
establece el alcance objetivo de la solicitud y se garantiza la entrega de información en poder de 
bancos y otras instituciones financieras -en referencia a las propiedades, sociedades, fiduciarios, 
etcétera- la que, de alguna manera, es sensible y relevante. Por supuesto, esta disposición debe 
complementarse con la ley que modificó el régimen de secreto bancario, en la que se establece -entre 
otras hipótesis- el intercambio de información, pero en la que, además, está puesto a texto expreso el 
amparo jurisdiccional. Quiere decir que el intercambio de información está sometido a la tutela 
jurisdiccional. 


En este artículo 5% también se establece la necesidad de que la información se solicite por 
escrito, con identificación de los sujetos, el período, los motivos, y una serie de datos que, de algún 
modo, precisan con mucha claridad cuál es el alcance de la información solicitada. 


Otro artículo que no mencioné y que me parece muy importante, es el artículo 6%, que regula 
la posibilidad de rechazar la solicitud de información y hay una serie de hipótesis en que esa 
posibilidad es admitida por el Convenio como, por ejemplo, cuando la solicitud no se efectúe conforme 
a lo dispuesto en el Acuerdo; cuando el país que solicita la información no haya utilizado todos los 
medios a su disposición; cuando revelar esa información implique conductas contrarias al orden público 
-hay hechos muy concretos como, por ejemplo, ante una hipótesis de persecución política o racial, que, 
afortunadamente y en forma evidente, no es el caso de nuestro país, pero sí podría darse en otro 
Estado-; cuando revelar esa información implique el levantamiento de un secreto profesional o de la 
relación de privilegio entre el abogado y su cliente, o cuando esa información sea solicitada porque en 
el Estado requirente no se puede obtener. Todas esas hipótesis habilitan -obviamente, dentro 
de ciertos límites- el rechazo, de parte del país requerido, de la información solicitada. 


Como decía, el artículo 7” extiende el concepto de secreto tributario y ampara la información 
remitida en base al secreto. 


El artículo 11 regula los métodos para evitar la doble imposición utilizando, como decía, una 
solución sui géneris que no acude al mecanismo del Convenio para evitar la doble imposición del 
modelo, sino que lo incorpora como un capítulo dentro de este Acuerdo de intercambio de información, 
sobre la base del sistema de crédito fiscal o tax credit, por el cual se le otorga al residente de un país, 
que tiene rentas gravadas en otro país, un crédito por el impuesto pagado en el otro país hasta la 
concurrencia con el impuesto que debería pagar en ausencia del crédito. 


En líneas generales, es una solución muy extendida respecto a los métodos para evitar la 
doble imposición. En rigor, los Convenios para evitar la doble imposición son más extensos y tienen 
otras disposiciones que regulan ciertas limitaciones a la aplicación del Impuesto a la Renta en el país 
de la fuente y también establecen la limitación del país de la fuente, en el sentido de hacer tributar a 
empresas que no tienen establecimiento permanente. Todo esto no está aquí. Esto es un 
procedimiento bastante más simple. 


Por último, considero que el artículo 13, relacionado con la entrada en vigencia, tiene gran 
relevancia. Se establecen distintas hipótesis según se trate de la materia penal tributaria o de hechos 
generadores. Específicamente, la disposición expresa: “El presente Acuerdo entrará en vigor treinta 
días después de recibida por la vía diplomática la última notificación mediante la cual las Partes se 
comuniquen haber cumplido con los procedimientos previstos en sus respectivas legislaciones para su 
entrada en vigor y tendrá duración indefinida”. Además, dice que: “A partir de la fecha de su entrada en 
vigor, el presente Acuerdo es de aplicación: 


a) En materia tributaria penal, a esa fecha, y; 


b) En todos los demás asuntos, a esa fecha, pero únicamente para los períodos fiscales que 
inicien durante o después de esa fecha o, cuando no exista período fiscal, para los cobros de tributos 
que surjan en o después de esa fecha”. 


Con respecto al tema de la vigencia, pienso que nuestro país debería ceñirse estrictamente al 
tenor literal del Acuerdo, porque los comentarios de la OCDE van más allá de dicho tenor literal y 
habilitan, en algunas hipótesis, a solicitar información por hechos acaecidos antes de la vigencia del 
Acuerdo, siempre que sirvan para determinar tributos cuyo hecho generador acaece luego de la 
vigencia. Esas definiciones de los comentarios integran lo que se llama el soft law, o el Derecho 
Internacional que, de alguna manera, pretende penetrar en las legislaciones internas de los países. 
Creo que nuestro país en este caso tiene una legislación específica, que es la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados, ratificada el 30 de marzo de 1991 por la Ley N* 16.173, cuyo artículo 
28 establece: “Irretroactividad de los tratados. Las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte 
respecto de ningún acto o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor 
del tratado para esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de existir, salvo que 
una intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro modo”. A mi juicio, el tenor literal no 
habilita otra interpretación; por tanto, esto debe aplicarse en ese sentido. 


Ha sido todo cuanto tenía para manifestar, en una primera aproximación al texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los demás señores Senadores están de acuerdo, hacemos pasar a Sala a 
los otros dos invitados a fin de escucharlos y luego haríamos las preguntas que entendamos 
pertinentes. 


(Ingresan a Sala los doctores Ignacio de Posadas y Alberto Varela.) 


-La Comisión de Asuntos Internacionales tiene mucho gusto en recibir a los doctores de 
Posadas y Varela, a los efectos de que nos brinden sus correspondientes exposiciones respecto al 
tema que está a consideración. Luego, los miembros de la Comisión les formularemos las preguntas 
que consideremos pertinentes. 


La Mesa da la palabra al doctor de Posadas, para que nos brinde su posición, opinión, ideas y 
propuestas sobre el Acuerdo con la República Argentina relativo al intercambio de información tributaria 


y financiera. 
SEÑOR DE POSADAS.- Es un gusto estar hoy aquí y poder ver algunas caras conocidas. 


Ante todo, en aras de la brevedad, dividiremos la exposición en dos partes, separando el texto 
del contexto -como se decía antiguamente- es decir, viendo primero el marco de este Acuerdo y luego 
haciendo un análisis de los puntos del texto que me parecen más salientes. 


Andando muy rápido y siguiendo un hilo histórico, ¿cuál es el marco? Estamos ante un 
proceso de presiones sobre nuestro país, provenientes de países centrales. Este proceso empezó 
hace bastante tiempo, allá por la segunda Administración del doctor Sanguinetti, utilizando banderas y 
argumentos de corte moral y moral-criminal; se trataba de la lucha contra las drogas, el narcotráfico y 
el tráfico de armas, lo que siempre sonó muy extraño para un país como el nuestro, que no tenía 
grandes defectos ni pecados en esos campos. Luego apareció la verdadera motivación, que era de 
índole tributaria y fiscal, y nos olvidamos del otro tema, del que ya no se habló más. Ahora estamos en 
la competencia tributaria. 


En definitiva, este es un proceso que obliga, o pretende obligar, al país a cambiar normas y 
políticas que mantuvo durante muchas décadas y bajo distintos gobiernos por entender que eran 
beneficiosas; tal vez estuvo equivocado durante largo tiempo, pero de cualquier modo este no deja de 
ser un dato importantísimo a la hora de considerar el marco en el cual se inserta esta situación. 


Se trata de un proceso de presiones que tiene como finalidad, no beneficiar al Uruguay, sino a 
los países que presionan. Eso es muy claro. No nos están diciendo: “hagan esto, que es mejor para 
ustedes”, sino: “queremos que hagan esto porque ustedes, a nuestro modo de ver, nos están 
perjudicando”. Por tanto, este proceso de presiones implica perjuicios para el país; luego me referiré a 
este aspecto más en detalle. 


Es un proceso de presiones que no proviene de instituciones de las que formemos parte, con 
las cuales tengamos obligaciones o hayamos asumido compromisos; por el contrario, viene de 
entidades de las que no formamos parte y con las que no tenemos ningún tipo de compromiso jurídico 
ni de otra índole. 


Por último, este es un proceso de presiones que tiene, por lo menos, dos características: la 
primera de ellas es que ha sido de gran prepotencia hacia el Uruguay, y la segunda -quizás más grave- 
es que, al menos hasta ahora, ha sido de carácter progresivo. Si se quiere un ejemplo concreto de esto 
último, podemos citar el tratado que se está estudiando ahora, que en modo alguno constituye el 
comienzo de este proceso. Los señores Senadores recordarán que comenzamos con las Sociedades 
Anónimas Financieras de Inversión -SAFI- el secreto bancario, los tributos, el quiebre del principio 
territorial, y así hemos seguido. 


Esta situación lleva a que nos planteemos una pregunta esencial: de todo este proceso, de las 
cosas que quieren imponernos y que no van en nuestro beneficio, ¿esta será la última? Creo que esta 
es una consideración importante que debemos tener en cuenta a la hora de encarar el tema en 
concreto. Por supuesto, estas son opiniones personales; no valen más que eso. 


Frente a este proceso, me parece fundamental que tengamos en claro qué postura va a 
adoptar el país; es decir, frente a lo que quieren imponernos, tenemos que hacernos una composición 
de lugar y pensar si se trata de algo bueno o malo para el Uruguay. Lógicamente, la actitud deberá ser 
distinta en un caso y en otro. Personalmente considero que en este punto el Gobierno ha sido 
oscilante, cuando no directamente contradictorio. En algunas oportunidades ha mencionado que 
estamos ante un proceso de presiones, pero quizá la mayor parte de las veces sus voceros se han 
colocado en la tesitura de que estas cosas que nos imponen de afuera son buenas para el Uruguay, de 
lo que se infiere que todo lo que venía haciendo el país en los años cincuenta, sesenta, setenta, 
ochenta, era negativo y censurable. 


Cuando el Ministro de Economía y Finanzas estuvo en esta Comisión hablando de este tema, 
hizo una exposición muy extensa y nada liviana -la leí- en la que argumentó que en el pasado la 
política había sido fomentar o privilegiar lo que él llama la opacidad como un instrumento para captar 
inversiones y desarrollar actividades. Además, manifestó expresamente -lo copié porque me pareció 
que era importante-: “hoy no es una forma de construir fortaleza, sino la manera más flagrante de 
debilitar lo que hay que preservar”; se refiere a la opacidad. Creo que el punto es sustancial para ubicar 
la política del país ante el tema, y la afirmación realizada por el Ministro merece algunas reflexiones. 


La primera reflexión que surge es la más obvia: si efectivamente estábamos haciendo las 
cosas mal, en esa opacidad que fue y que ya no debería ser, ¿por qué no tomamos estas medidas 
motu proprio? Es obvio que las estamos tomando, o las vamos a tomar, porque nos las imponen. Si 
eran o son buenas, ¿cómo es que no tomamos esas medidas por las nuestras, sin necesidad de que 
nos las impusieran? 


Por otro lado, si la opacidad es mala, ¿por qué, cuando estamos ante las imposiciones, 
argumentamos que en determinadas cosas nos hemos parado firmes y no les damos lo que nos piden? 
Quiere decir que, entonces, la opacidad en esos casos es buena. Nos presionaron para que demos 
información en materia de, por ejemplo, inversiones inmobiliarias de argentinos en las zonas 
balnearias. Vamos a decir las cosas como son. Esto es algo que no quisimos ni queremos hacer y allí 
pusimos una barrera. ¿Qué hicimos? Recurrimos a la opacidad, en los términos del señor Ministro. 
Entonces, ¿la opacidad es buena o no es buena? Creo que esto es importante a la hora de ubicarnos 
en el tema. 


Y yendo todavía más a fondo, ¿qué es esto de la opacidad? Es un término inteligente, 
moderno; ahora bien, ¿qué hay del derecho a la intimidad? Este es un concepto un poco más antiguo, 
pero que está consagrado en la Constitución. ¿Eso es opacidad, es decir, la protección del derecho a 
la intimidad de las personas, que es lo que está en juego, en definitiva? 


Y podemos decir más todavía; si se quiere, extrema es la posición del señor Presidente de la 
República. Hoy han aparecido publicadas en el diario unas consideraciones muy duras que él realizó. 
Dice, por ejemplo: “¿Qué quieren entonces? ¿Un país de porquería, de sinvergúenzas, que viva 
currando con la plata negra de sus vecinos?” Y agrega: “¿Perdimos la ventaja de qué, de haber sido - 
perdón por la expresión, pero es lo que dice acá- jodedores?” Me cuesta mucho creer que mi país se 
dedicó a ser jodedor durante décadas, décadas y décadas. Creo que aquí hay una concepción, por lo 
menos, equivocada. Nosotros -no solo este Gobierno- desde toda la vida hemos hecho esfuerzos por 
captar la inversión extranjera; les hemos dicho a los inversores: “Vengan a invertir acá, que les 
daremos exoneraciones tributarias”. Eso está bien. Ahora resulta que cuando la persona viene, hay 
ciertas inversiones que parecería que son de carroñero. Es decir, cuando un argentino viene a hacer un 
hotel o a plantar soja nosotros no le preguntamos si la plata que va a poner no se la dio a la AFIP; en 
cambio, si realiza un depósito en un banco, nos parece que hay sospecha. Hay como un doble 
discurso o un doble criterio que creo que es un tanto absurdo y no sirve a los intereses del país. 


Se parte de premisas que considero equivocadas. La primera de ellas es que le toca al 
Gobierno del Uruguay emitir juicios sobre las relaciones de los contribuyentes con los fiscos de otros 
países. Me pregunto: ¿por qué? Y no solo eso; se avanza un paso más y se presume que en la 
relación de los contribuyentes de otros países con sus fiscos, estos últimos deben tener la razón y 
nosotros tenemos que colocarnos de su lado. ¿Por qué? ¿De dónde surge esa premisa? Y la otra 
equivocación -a mi juicio- es creer que la decisión que el Uruguay tome va a afectar la que, a su vez, el 
contribuyente de otro país adopte en materia de sus obligaciones tributarias. Si nosotros le impedimos 
que venga acá no por eso va a pagar impuestos en la Argentina, simplemente va a poner la plata en 
otro lado. De manera que lo que estamos haciendo ni siquiera es un beneficio al otro país, sino que es, 
simplemente, pegarnos un tiro en un pie. 


De igual manera, entiendo equivocado el concepto -en el que el Ministro hace mucho 
hincapié- de que abandonar la llamada opacidad dará al Uruguay un incremento en el flujo de 
inversiones. Si miramos la realidad, sabemos que hemos tenido unos años de gran incremento de las 
inversiones, supuestamente, con la opacidad que estaríamos cambiando ahora. O sea que no parece 
haber un vínculo. Y, desgraciadamente, en el futuro vamos a tener una reducción del flujo de 


inversiones que tampoco tendrá nada que ver con la opacidad. Es decir que no hay relación cuando 
suben ni cuando bajan. 


En virtud de ello, creo que una de las primeras cosas que hay que hacer al analizar el marco 
es concluir que lo que nos quieren imponer no es bueno para el país; esa tiene que ser la composición 
de lugar. Siendo así, me parece que el paso siguiente es hacer un balance de costos y beneficios, lo 
que hasta ahora no se ha hecho. Preguntémonos: si accedemos a todas estas cosas, ¿qué perjuicios 
podríamos tener? Frente a esta pregunta la actitud ha sido la de decir que no va a haber perjuicios, que 
se está exagerando, que las quejas y los temores de la gente no se van a plasmar en la realidad. A mi 
juicio, esto no es así, y entiendo que este tema debe ser analizado en forma concreta. 


¿Qué hay en la otra columna del balance? O sea, si accedemos a estas cosas, ¿qué 
beneficios tendríamos? O, si no accedemos a ellas, ¿cuáles serían nuestros perjuicios? En esto, en 
general, se ha empleado un lenguaje más bien literario: “Hay que jugar en primera”, “Tenemos que ser 
cooperadores”, “Es horrible no serlo”, “Es bueno ser cooperadores”. Pero ¿qué hay en concreto? Esta 
es una crítica que vengo haciendo, y hay quienes la están haciendo desde hace tiempo. Para dar 
respuesta a este planteamiento, el señor Ministro, cuando compareció en la Comisión, trajo un informe 
en el que anunciaba los perjuicios que Uruguay tendría si no colaborara. Dicho informe -que leí 
porque me lo facilitó el señor Secretario de la Comisión- no dice si vamos a ser castigados por algún 
país u organismo; lo más concreto que contiene -el señor Ministro lo mencionó en la Comisión- es una 
resolución de la Corporación Financiera del Banco Mundial por la cual, si existiera intermediación 
financiera a través de un paraíso fiscal en el caso de que la Corporación emitiera un préstamo, no lo 
haría. Pero, de todas maneras, no estamos hablando de este caso. Aparte de esto, no hay ejemplos 
concretos de amenazas para el Uruguay, y creo que eso tiene que ser, necesariamente, parte de un 
balance. 


Para mí, esto se vincula con otro tema que estaría un poco más alejado de las razones por las 
cuales me han invitado, por lo que trataré de ser muy breve para no extralimitarme. 


Frente a la realidad de que nos presionan desde el exterior y de que esas cosas no nos 
benefician, ¿qué actitud esperamos que tome el Gobierno? Obviamente, de defensa, no en el sentido 
de pelear, sino de defensa firme, de negociar y de tratar de defender al país. Esta crítica, a la cual el 
señor Ministro hace alusión, también viene desde hace tiempo y en el informe aparecen las visitas que 
se hicieron y demás. Pero lo cierto es que todas las gestiones que están enumeradas -que no son 
pocas- se encuentran dentro del marco de la institución que nos está presionando; es decir, parten de 
la premisa de que no podemos hacer otra cosa y, por ende, vamos a pedir al que nos está 
amenazando que nos pegue menos. No se ha hecho ninguna gestión al nivel que uno imagina que es 
fundamental. Nuestro país integra una serie de organizaciones; la pregunta es si ellas nos van a 
sancionar si no entramos por el aro de la OCDE. ¿Preguntamos eso en la Organización de las 
Naciones Unidas, en la Organización de los Estados Americanos, en la Organización Mundial del 
Comercio, en el Fondo Monetario Internacional o en el Banco Mundial? Creo que es algo que habría 
que hacer; tendríamos que preguntarles: “¿Ustedes nos van a sancionar? Somos parte de su 
organización y por el hecho de recibir una imposición de otro lado, fuera de las normas constitutivas, 
sea de la ONU o del FMI, ¿nos van a sancionar? ¿En mérito a qué?”. Creo que antes de dar por 
sentado que hay que ceder a las presiones, tenemos que saber estas respuestas. 


Finalmente, quiero hacer una consideración con respecto al tema del marco, que creo que es 
importante. Y la puedo hacer en forma pública, a diferencia de los señores Senadores que tienen 
inhibiciones propias de su investidura y deben ser prudentes; yo no tengo esa obligación en este 
momento. 


Actualmente estamos frente a una etapa -espero que sea solo eso: una etapa- del Gobierno 
argentino de franca paranoia y agresividad, que se manifiesta contra sus adversarios a nivel interno, 
pero también contra nosotros. Entonces, ¿es el momento oportuno para aprobar este Tratado o es un 
instrumento que se va a dar vuelta contra el país en el futuro? Esto, en lo que tiene que ver con el 
marco. 


En cuanto al Tratado, quiero decir rápidamente que sigue el modelo de la OCDE, que es un 
modelo que está notoriamente flechado hacia las obligaciones de brindar información y contra los 
derechos de la intimidad de los países. Además, viene acompañado de una especie de minuta 
interpretativa -no sé si ese sería el nombre correcto- también oficial. Quiere decir que, por un lado, está 
el formato del Tratado y, al lado, la explicación de qué quiere decir cada cosa. Creo que este es un 
punto muy importante porque también la interpretación está flechada para el lado de “in dubio hay que 
informar”, que es al revés de lo que figura en los principios generales. Reitero que me parece que es 
un aspecto importantísimo -aclaro que no quiero construir esto como una impertinencia- porque si en 
definitiva se termina ratificando, algo ayudaría que el Poder Legislativo uruguayo diera una 
interpretación más equilibrada y favorable para el país en los puntos que son dudosos y algunos hasta 
negativos que luego voy a mencionar. Pienso que, de lo contrario, nos van a aplicar el Tratado y la 
interpretación oficial y los dos van en contra de nuestros intereses. 


Voy a mencionar algunos de los puntos que, creo, son más relevantes. 


El primero es el de la retroactividad. Discrepo con la interpretación dada por el señor Ministro, 
quien dijo -y no tengo por qué dudar de que lo crea así- que una de las virtudes de esta negociación 
es que el Tratado no sea retroactivo. Con todo respeto, quiero señalar que eso no surge del texto y, 
mucho menos, de la interpretación oficial. Lo que dice el texto es que los pedidos de información deben 
versar sobre impuestos vigentes pero no que la información no sea retroactiva; son dos cosas muy 
distintas. Quiere decir que si llaman a un contribuyente argentino porque presentó una declaración de 
bienes personales y se pide información, el impuesto está vigente y la información va a ir para atrás. Lo 
de la retroactividad sería de ese modo y, además surge de la interpretación oficial. Dicho sea de paso, 
el defender que no se aceptó la retroactividad es un argumento a favor de la opacidad, pero dejemos 
ese punto por ahí. 


El otro aspecto que enfatiza mucho el Ministro es que el Tratado no permite las llamadas 
“expediciones de pesca”. No es singular en ese punto porque figura en todos los tratados habidos y 
por haber, pero debe tenerse en cuenta que los requisitos que dan pie a un pedido de información son 
bastante amplios y basta con decir que el requirente exprese que está en situación de determinar, de 
liquidar, de implementar, de controlar o de recaudar un impuesto. 


En tercer lugar, el Ministro mencionó en la Comisión que el Tratado preserva, no vulnera o no 
invade -no sé cuál sería el término más preciso- el secreto profesional. Quiero aclarar que el texto no 
es tan claro al respecto y la interpretación oficial lo es menos aún, por lo que ese es un punto muy serio 
que no está claramente definido. 


Otro aspecto importante es el de las limitaciones a la jurisdicción que menciona el Tratado. El 
país requerido no estaría obligado a ir más allá de los límites de su jurisdicción, pero al señalar algunas 
cosas más específicas, como los bancos y las personas jurídicas, la redacción no es lo más clara y 
contundente que uno quisiera. 


Para concluir, quiero decir que considero que estamos en un contexto que es negativo para el 
país y, más grave aún, no me consta -y creo que no le puede constar a nadie- que este sea el último 
capítulo de esta historia y no el trampolín para otra más, como ocurrió en el pasado. Además, si los 
costos y beneficios de estos temas fueron evaluados, no son conocidos públicamente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR VARELA.- Antes que nada, quiero decir que es un honor para mí estar hoy aquí. 


He leído atentamente los comentarios hechos por los señores Senadores en esta Comisión en 
su sesión del 24 de agosto, así como también los de los representantes del Ministerio de Economía y 
Finanzas. Voy a tratar de contestar algunas preguntas formuladas por los señores Senadores Lacalle 
Herrera, Penadés y Pasquet en esa ocasión. 


Desde que se conoció el texto del Tratado con Argentina, se han señalado cuatro puntos 
positivos que Uruguay habría logrado introducir en virtud de la negociación. En realidad, en mi opinión 
personal, estas supuestas virtudes no son tales o responden a un estándar, no siendo concesiones de 
Argentina. 


El tema es que al invocar repetidamente estas supuestas virtudes, parecería que quedáramos 
debiéndole favores inexistentes a Argentina. Concretamente, me refiero a que es un tratado para evitar 
la doble imposición y no solo de intercambio de información, que no es retroactivo, que no van a venir 
inspectores de la AFIP y que no están permitidas las expediciones de pesca. Me voy a referir muy 
brevemente a estas cuatro supuestas virtudes. 


El tratado con Argentina no es para evitar la doble imposición; dicho en términos numéricos, 
un tratado con esa finalidad tiene no menos de treinta artículos, mientras que este consta solo de trece. 
Los verdaderos tratados que firmó Uruguay para evitar la doble imposición -por ejemplo, con España, 
México, India o Alemania- regulan qué es un establecimiento permanente, la tributación del transporte 
aéreo y marítimo, la tributación de los artistas, de los deportistas, de las jubilaciones, de los dividendos, 
de las regalías, etcétera, y nada de eso está contemplado en este Tratado con Argentina. 


Todavía es peor: en materia de rentas inmobiliarias -y no tengo que explicar la importancia de 
estas rentas de origen argentino en Uruguay- no se pactó con Argentina el método de la exención para 
evitar la doble imposición sino el del tax credit, a diferencia, por ejemplo, de lo que pactó nuestro país 
con Hungría, Alemania, Suiza o Liechtenstein. 


Advierto que esto no es de extrañar porque Argentina tiene una firme disposición política a no 
firmar tratados para evitar la doble imposición; el último lo firmó hace más de una década -en 2001- 
con la Federación de Rusia. Los últimos catorce tratados que firmó Argentina han sido de intercambio 
de información. 


Con este dato hubiera sido una buena forma de declarar “tablas”, que antes de que Sarkozy 
nos denostara, Uruguay hubiera intimado a Argentina a firmar un tratado para evitar la doble 
imposición, invocando también que es una jurisdicción relevante. 


Otro tema a tener en cuenta es que la irretroactividad del Tratado con Argentina es muy 
limitada. Se establece lo mínimo en esa materia, es decir, le vamos a dar información solo cuando se 
trate de supuestas deudas por impuestos generados con anterioridad a la vigencia del Tratado y no si 
los impuestos argentinos se generaron con posterioridad a él. 


Pero si el reclamo tiene alguna connotación penal -y no es necesario que se remita una 
sentencia penal sino simplemente que se invoque un tema penal- el punto 2., apartado a) del artículo 
13 dice que le vamos a tener que dar información sin limitación temporal alguna. Con esto hay que 
tener cuidado porque en Argentina -y esto es muy probable- cualquier conducta puede encuadrar en 
figuras penales tributarias. Hubiera sido de esperar, quizás, una irretroactividad más cercana a la 
amnistía cuando Suiza, por ejemplo, en respuesta a la presión de Alemania y de Inglaterra -que 
también son jurisdicciones muy sensibles- por temas de flexibilización del secreto bancario, el año 
pasado pactó casi una verdadera amnistía impositiva. 


¿Que no van a venir inspectores de la AFIP Argentina? Es correcto. Ahora bien, tengamos 
presente que el tratado de intercambio de información con Francia, que en su artículo 6” prevé que 
vengan inspectores a Uruguay, requiere el consentimiento expreso del contribuyente y de las personas 
involucradas; este es un estándar internacional y así lo dice el modelo de la OCDE. O sea que esto 
hace mucho más difícil que se pueda dar un trasiego internacional de inspectores. Lo que quiero decir 
con esto es que Argentina tampoco nos debería cobrar esto como un favor. Pienso que los 
negociadores hicieron bien en no destinarle ningún artículo a este tema, aunque no descarto que en 
algún momento la AFIP pretenda cruzar el charco, precisamente amparados en ese silencio del 
Tratado. 


¿Que no están permitidas las expediciones de pesca, como muy bien decía el doctor Ignacio 
De Posadas? Eso está en el modelo de tratado de la OCDE; no hay un solo tratado en el mundo que 
no lo tenga, por lo tanto, bienvenido sea, pero que tampoco nos cobren la prohibición de la expedición 
de pesca. 


Quisiera hacer dos comentarios con respecto a las expediciones de pesca. El primero de ellos 
refiere a que la típica expedición de pesca es la que todos conocemos, es decir, por ejemplo, el pedido 
de la AFIP de datos sobre los argentinos que tienen determinados activos en el país. Esto es lo que 
enseñamos en Facultad. Sin embargo, la DG! deberá tener mucho cuidado con las expediciones de 
pesca individuales que son mucho más comunes y menos groseras que esta que acabo de mencionar. 
No será de extrañar que la AFIP arranque una investigación a un argentino pidiendo, de pique, datos al 
Fisco uruguayo para ver qué pesca. Esto también es una expedición de pesca. Todo pedido debe venir 
fundado con lo que se llama la “conexión Uruguay”; en este caso se trataría de datos en Argentina 
acerca de que hay activos ocultos en nuestro país. 


Tengo un segundo comentario con respecto a las expediciones de pesca. El artículo 3" del 
Tratado dice que “La Parte Requerida” -es decir, Uruguay- “no estará obligada a facilitar la información 
que no obre en poder de sus autoridades”. Esto significa que Argentina no nos puede pedir información 
que la DGI no tenga en virtud de nuestro ordenamiento interno. Este es un argumento más para no 
seguir con esa mala costumbre de la DGl de juntar información innecesaria con la excusa de trazar 
mapas de riesgo; por ejemplo, quiénes pagan los colegios privados, quiénes van a clubes deportivos, 
quiénes compran autos o inmuebles, etcétera. Si nuestra DG! se dedica a hacer estas expediciones de 
pesca internamente, entonces, después no nos quejemos cuando nos pidan esos datos. 


Hay algunas preguntas que los señores Senadores habían formulado en la sesión pasada. El 
señor Senador Lacalle Herrera se preguntaba qué interés tiene Uruguay en la firma del Tratado con 
Argentina, luego le pedía a los integrantes del Poder Ejecutivo que abogaran a favor y le explicaran por 
qué habría que aprobarlo. Cuando uno estudia el contexto internacional actual, queda aparentemente 
claro que los países firman tratados únicamente para no sufrir represalias. ¿Por parte de quién? De los 
países miembros de la OCDE y de organizaciones que responden a ella. También lo hacen para no ser 
incluidos en listas negras, esa técnica deliberada del name to shame, es decir del “nombrar para 
avergonzar” que tan buenos dividendos le ha dado a la OCDE. 


Lo cierto es que esas amenazas han funcionado. Antes de que la OCDE empezara con ellas, 
se firmaba en el mundo un promedio de dos o tres tratados por año para evitar la doble imposición y 
los de intercambio de información. A partir del año 2008 y fundamentalmente luego de la Cumbre de 
Londres del 2 de abril de 2009, el mundo pasó a firmar doscientos tratados al año. Suiza flexibilizó su 
secreto bancario, aceptó levantarlo en casos de fax evasion y no solamente en aquellos de tax fraud, 
es decir, en casos de fraude. Los países no firmaron tratados, flexibilizaron el secreto bancario o 
modificaron su legislación sobre acciones al portador porque les convenía; eso no fue por 
conveniencia. Tampoco ninguno de esos países consideró que venían haciendo cosas incorrectas por 
tener un secreto bancario fuerte o por no intercambiar información tributaria con otros países o por 
tener acciones al portador. Lo hicieron pura y exclusivamente para evitar sanciones. Austria, Bélgica, 
Suiza, Liechtenstein, Panamá y Costa Rica tuvieron una discusión política profunda y objetiva, y se 
reconoció que había que evitar esas sanciones. Por ejemplo, en Suiza, para flexibilizar el secreto 
bancario por razones fiscales, el Gobierno tuvo que negociar fuertemente con la oposición porque esta 
amenazaba con pedir un referéndum, y sabía que el 80% de la población estaba en contra de levantar 
el secreto bancario por razones fiscales. Por lo tanto, no busquemos en el Tratado con Argentina 
elementos que impulsen a firmarlo; en todo caso, hay que buscar si hay alguna razón muy poderosa 
que impulse a no firmarlo. Es absolutamente inconveniente, pero no tiene grandes objeciones. El mejor 
Tratado con Argentina es el que no existe, pero esa opción no parece estar en el menú. 


El señor Senador Penadés preguntaba en la sesión pasada si Uruguay está abandonando la 
política tradicional en cuanto a la no cooperación en materia de delitos fiscales. La pregunta es, 
además de atinada, correcta. No quepan dudas de que Uruguay está dejando atrás una política de 
Estado sólida, bien fundada ética y jurídicamente, de no cooperación en materia penal tributaria 
internacional. Este es el caso de los tratados de colaboración penal que ha firmado nuestro país con 
México, Venezuela, Canadá, Cuba, Estados Unidos y, en el ámbito del Mercosur, el Protocolo de San 
Luis que fue ratificado por Uruguay. ¿Por qué Uruguay deja los delitos tributarios fuera de la 


cooperación penal internacional? Porque nuestro país, al igual que muchos otros, asimila los delitos 
tributarios a los delitos políticos. Son frecuentes las persecuciones políticas disfrazadas de 
defraudación. Cuando a Nixon lo descubren en Watergate, lo primero que se le ocurrió fue usar los 
impuestos como armas. “Friten a impuestos a esos desgraciados”, frase tristemente célebre. Y, 
además, Uruguay siempre ha respetado el principio de territorialidad, de gravar únicamente los bienes 
y la renta producida en Uruguay. Por lo tanto, no se sentía obligado a colaborar con países que se 
arrogaban el derecho a imponer impuestos urbi et orbi. 


Esta posición está siendo abandonada por la imposición de presiones externas. El señor 
Senador Pasquet preguntaba si tiene alguna chance de éxito enviar a la OCDE una misión al más alto 
nivel político y técnico para explicar la posición de Uruguay, que es cumplir con los estándares 
impuestos al mismo tiempo que se explican las particularidades del caso Argentino. Opino que sí, que 
es una buena idea. Existen experiencias al respecto. Austria, Bélgica, Suiza, Panamá y muchos países 
insulares del Caribe son ejemplos que, frente a esta nueva realidad mundial, han hecho dos cosas. 
Primero, consensuar políticamente una posición, ayudados por el sentimiento de unión que se genera 
cuando un país se siente atacado injustamente desde afuera. Y, segundo, han contratado técnicos 
profesionales para negociar los acuerdos y para adelantarse a las presiones, y subrayo: “adelantarse a 
las presiones”. 


Escuchen esta lista: Islas Caimán, Bermudas, Islas de Jersey, Isla de Man, Bahamas, Samoa, 
Islas Vírgenes Británicas, Islas Seychelles, Islas de Guernsey, Islas Mauricio, Antigua y Barbuda, 
Aruba, Islas Turcas y Caicos, Islas San Vicente y las Granadinas; en los últimos ocho años no han 
estado en una lista gris ni negra de la OCDE. ¿Cómo hicieron? Se adelantaron con inteligencia a las 
presiones, hicieron cambios y negociaron profesionalmente. Uruguay ha llegado siempre tarde y no 
entiende que, mientras el mundo desarrollado esté en crisis, estas presiones no van a parar. En el año 
2009 llegamos tarde a mandar una simple carta de compromiso de transparencia y estuvimos 72 horas 
en una lista negra, llamando la atención del mundo entero. En 2011, no llegamos a tener aprobado el 
número mágico de doce Tratados, nos rezongaron y volvimos a llamar la atención por algo que no 
costaba nada cumplir. Luego dijimos, desde las más altas esferas, reiterada y públicamente, algo que 
nunca se puede decir: que íbamos a firmar con todos menos con Argentina y, así, le facilitamos el 
reclamo a este país. 


Para terminar, quisiera hacer una recomendación práctica. A partir de una propuesta del señor 
Senador Larrañaga se sacó el Registro de Accionistas de la DGl y se pasó al Banco Central. ¿Para 
qué se hizo esto? Para que la información no estuviera en manos de un organismo que podía sentir 
cierta solidaridad con otro recaudador como la AFIP. De todos modos, nada nos asegura que esa 
solidaridad no se manifieste recibiendo y pasando automáticamente al Banco Central todos los pedidos 
de información. Por eso sería conveniente que el Registro de Accionistas del Banco Central informara 
periódica y públicamente cuántos pedidos le cursa la DGl y en cumplimiento de qué Tratados. Eso no 
viola el secreto tributario pero, además, es una forma de saber si la AFIP está muy activa o si podrían 
estar dándose expediciones de pesca individuales, por decirlo de esta manera. 


En fin, es tan importante el Tratado como la forma en que lo ejecutemos. 


SEÑOR PASQUET.- Debo retirarme ya que debo participar del acto de celebración del Día 
Internacional de la Democracia, que se va a desarrollar en la Antesala del Senado en unos instantes. 
Agradezco las exposiciones de nuestros distinguidos visitantes y pido disculpas. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría hacer varias preguntas y una de ellas la dirijo al contador Eibe, pues 
me gustaría saber cuál es su interpretación del numeral 2. del artículo 5% que expresa: “Si la 
información en poder de la Autoridad Competente de la Parte Requerida no es suficiente para permitirle 
cumplir con la solicitud de información, dicha Parte utilizará todas las medidas para la obtención de 
información necesarias para poder brindar a la Parte Requirente la información solicitada, sin perjuicio 
de que la Parte Requerida pueda no necesitar dicha información para sus propios fines tributarios.” Mi 
consulta es si cuando venga un pedido al Uruguay como consecuencia de este Tratado, tendremos que 
informar todo lo que se hizo para ver si nuestro país verifica que se exigió o que la autoridad 
competente allá hizo todo lo que tenía que hacer. ¿Cómo se va a evaluar eso? 


Otra pregunta está vinculada a la no retroactividad del artículo 13 y, en este sentido, me 
gustaría conocer su interpretación, ya que el doctor De Posadas fue muy enfático sobre que puede 
haber retroactividad aunque, en mi opinión, eso no es así. 


Por otra parte, el doctor Varela afirma que hemos llegado tarde a todo y que lo hemos hecho 
mal. Aclaro que no estoy haciendo un juicio de valor pero saqué esa conclusión de sus palabras y 
entiendo que no está referido a tal o cual partido político. El doctor Varela ha dicho que no nos hemos 
adelantado, que siempre llegamos tarde y, por lo tanto, lo hemos hecho mal. Afirma también que no 
está en el menú el mejor Tratado, que es no tener Tratado con Argentina -sin embargo, otros 
consideran que sí lo está- entonces, si partimos de esta aseveración, en lo que tiene que ver con la 
información, quisiera saber cuál es su valoración y si considera que este es bueno con respecto a 
otros Tratados tipo que ha firmado la República, aceptable o malo. Pido su opinión sobre esto, 
independientemente de que después le solicitemos una segunda visita o de que surjan otras preguntas 
en el correr de la tarde. 


SEÑOR EIBE.- Con respecto a la primera consulta que formuló el señor Senador Michelini, debo decir 
que el numeral 2. del artículo 5 establece que en determinadas circunstancias la administración del 
país requerido, la administración del país a quien se requiere información puede no tenerla disponible, 
entre otras cosas, porque no es relevante para la administración de sus propios tributos. Entonces, lo 
que plantea esta disposición es que, aun no siendo relevante para sus propios tributos y, por lo tanto, 
no estando disponible porque carece de interés desde el punto de vista de la legislación interna, el país 
objeto de requerimiento debe hacer todos los esfuerzos para obtener la información solicitada por el 
país que la requiere. Ese es el sentido de esta disposición. 


Con respecto al tema de la vigencia -reconozco que es opinable- me ratifico en lo que señalé 
sobre la aplicación del Convenio de Viena para la interpretación de tratados. El artículo 28 del 
Convenio de Viena sobre el Derecho de los Tratados ratificado por la Ley N* 16.173, del 30 de marzo 
de 1991, establece lo siguiente: “Irretroactividad de los Tratados. Las disposiciones de un tratado no 
obligarán a una parte respecto de ningún acto o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la 
fecha de entrada en vigor del tratado para esa parte ni ninguna situación que en esa fecha haya dejado 
de existir, salvo que una intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro modo”. 


En relación a este aspecto, el numeral 2* del artículo 13 dice lo siguiente: “A partir de la fecha 
de su entrada en vigor, el presente Acuerdo es de aplicación: a) En materia tributaria penal, a esa 
fecha”. 


En este caso, no hay ninguna referencia a actos delictivos anteriores a esa fecha, eso no 
surge del texto. Eventualmente podrá surgir de los comentarios al modelo, pero no de este texto. 


Y en el literal b) se expresa: “En todos los demás asuntos, a esa fecha, pero únicamente para 
los períodos fiscales que inicien durante o después de esa fecha o, cuando no exista período fiscal, 
para los cobros de tributos que surjan en o después de esa fecha.” 


Desde luego, admito que pueda existir otra interpretación como la establecida por el doctor 
Ignacio de Posadas, pero mi interpretación es que esto se aplica para hechos acaecidos luego de la 
vigencia del Tratado. 


SEÑOR VARELA.- Ahora ya es tarde, pero una de las opciones que yo planteaba era que Uruguay, 
antes de que saltara el problema con la Argentina, podría perfectamente haber intimado a ese país a 
firmar un tratado para evitar la doble imposición, invocando entre otras razones el hecho de que son 
jurisdicciones relevantes. En conocimiento de que Argentina no firma tratados para evitar la doble 
imposición, esa era una forma de trancar el tema. Esa era una posibilidad, un tiro que no tiramos en su 
momento y que ahora no está en la recámara. Si se me pregunta mi opinión personal, considero que 
cuanto antes se termine con este tema, mejor. Con esto quiero decir que si vamos a terminar 
aprobándolo, hagámoslo, porque la incertidumbre y la indecisión que provoca en los inversores, es 
peor que otra cosa. Creo que la combinación de la flexibilización del secreto bancario y el segundo 
proyecto, el que se aprobó en definitiva -no el del 27 de diciembre del año pasado sobre identificación 


de los accionistas- más este Tratado con Argentina, no va a generar que la inversión argentina sufra 
grandes problemas por razones jurídicas. Habrá otros problemas como los movimientos de divisas, 
etcétera, pero me parece que hoy en día confluyen dos tipos de ingredientes en el problema que 
estamos sufriendo: los de tipo económico y esta incertidumbre. Creo que este Tratado no tiene grandes 
inconvenientes. 


Cuando señalé las cuatro virtudes que se invocaban, me refería a que no son grandes 
virtudes, que no nos las cobren como favores. No veo en el Tratado grandes problemas para ser 
aprobado porque, además, aunque quisiéramos, no nos podríamos salir del marco de los convenios de 
la OCDE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador desea hacer alguna otra pregunta, agradecemos 
mucho la presencia del contador Eibe y del doctor Varela por los aportes brindados. 


Seguramente la Comisión se reunirá el próximo jueves con invitados y, sin duda, se votará la 
propuesta del Partido Colorado. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 36 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


